
    FOJA: 20 .-   .-

NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia

JUZGADO : 2º Juzgado Civil de Santiago

CAUSA ROL : C-14544-2019

CARATULADO : MONGE/C. D. E.

Santiago,  dieciocho  de Octubre de dos mil diecinueve 

VISTO:

Con fecha 29 de abril de 2019, comparece don Mario Armando 

Cortez  Mu oz,  abogado,  en  representaci n  convencional  de  donñ ó  

ALVARO  FIDEL  MONGE  ARISTEGUI, profesor  universitario, 

ambos  con  domicilio  para  estos  efectos  en  Carmen  N°  602, 

departamento  2611,  comuna de Santiago,  interponiendo demanda de 

indemnizaci n de perjuicios en juicio ordinario en contra del  ó FISCO 

DE CHILE, representado legalmente por do a Mar a Eugenia Manaudñ í  

Tapia, presidente del CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO,  con 

domicilio en Agustinas N° 1687, comuna de Santiago.

Refiere que el Comando Unitario de Pobladores, llam  para el 30ó  

de agosto, a la realizaci n de actos de protestas que inclu an tocaró í  

cacerolas en horas de la noche, llamado al que  adhiri  la Izquierdaó  

Unida  y  el  Comando  Nacional  por  el  No.  Al  llegar  el  d aí  

precedentemente indicado, desde tempranas horas de la ma ana, gruposñ  

de manifestantes opositores llegaron hasta el centro de la ciudad, siendo 

dispersados por carabineros con bombas lacrim genas y carros lanzaó  

aguas,  increment ndose  aquellas  a  medida  que  avanzaba  el  d a,á í  

alcanzando su punto m ximo en el barrio c vico en las primeras horasá í  

de la tarde, al conocerse que el candidato presidencial ser a el Generalí  

don Augusto Pinochet Ugarte. Indica que en tal contexto, fue detenido 

y golpeado con lumazos, patadas y combos, siendo llevado al interior 

de la micro de Carabineros de Chile, junto a otras personas, hasta 
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llegar a la Tercera Comisar a, siendo encerrado en una celda, donde loí  

mojaron  y  golpearon,  pasando  la  noche  en  ese  lugar,  para  ser 

trasladado al d a siguiente al Pasillo 15 de la  Penitenciaria, siendoí  

interrogado por el Fiscal Militar, liber ndolo el 06 de septiembre.á

Manifiesta  que  la  vida  de  su  representado  fue  violentamente 

interrumpida,  cambiando  para  siempre,  por  los  actos  abusivos  y 

violentos de que fue objeto, transform ndose en un sobreviviente de losá  

agentes del Estado al servicio de la Dictadura Militar, transgrediendo a 

su criterio de manera abusiva los derechos esenciales que emanan de la 

naturaleza humana.

 Asimismo, cita profusa doctrina y jurisprudencia, en la que se ha 

considerado un estatuto de normas que privilegian y desarrollan los 

principios de la primac a constitucional y de juridicidad, conformando elí  

estatuto de la responsabilidad extracontractual del Estado, la que debe 

propender al bien com n, siendo una responsabilidad objetiva, que debeú  

considerarse  a  la  luz  de  las  normas  de  car cter  p blico  eá ú  

internacionales, y aquellas de tratados suscritos por Chile, las que deben 

primar  por  sobre  aquellas  meramente  privadas,  tornando  as  ení  

imprescriptibles las acciones patrimoniales derivadas de las violaciones a 

los derechos humanos.

Agrega que en el caso de autos, existe un da o de car cter moralñ á  

que se expresa en dolor, sufrimiento, angustia, sensaci n de p rdida,ó é  

rabia  e  impotencia  ante  una  situaci n  injusta  e  ileg tima  que  suó í  

representado  no  estaba  jur dicamente  obligado  a  soportar,í  

configur ndose claramente un da o moral  que seg n la jurisprudenciaá ñ ú  

es un da o indemnizable, por cuanto afecta a los atributos y facultadesñ  

morales o espirituales de una persona, como consecuencia del il cito, elí  

cual, por lo dem s, no requiere de prueba, bastando nicamente que laá ú  

v ctima acredite la lesi n de un bien personal, para que se infiera elí ó  
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da o,  el  que  en  este  caso  cuantifica  en  la  suma  total  de  $ñ  

370.000.000.-

Termina solicitando que se condene al demandado al pago de la 

suma indicada o lo que el Tribunal determine, con reajustes, intereses y 

costas.

Con fecha 17 de mayo de 2019, se practic  la notificaci n de laó ó  

demanda y su prove do,  personalmente a la  representante  legal  delí  

Consejo de Defensa del Estado en representaci n el Fisco de Chile,ó  

seg n da cuenta el atestado receptorial del ministro de fe actuante enú  

autos.

Con fecha 05 de junio de 2019, el demandado contest  el libeloó  

pretensor, solicitado el rechazo de este en todas sus partes. De manera 

previa,  opone excepci n de reparaci n integral,  esgrimiendo que noó ó  

resulta  posible  comprender  el  r gimen  jur dico  de  este  tipo  deé í  

reparaciones  por  infracciones  a  los  Derechos  Humanos,  sino  se 

posicionan correctamente estas indemnizaciones en el panorama jur dicoí  

nacional o internacional, debiendo efectuarse al interior desde lo que se 

considera  la  Justicia  Transicional,  existiendo  negociaciones  entre  el 

Estado y las v ctimas, revelando que tras toda reparaci n existe unaí ó  

compleja  decisi n  de  mover  recursos  econ micos  p blicos,  desde  laó ó ú  

satisfacci n de un tipo de necesidades p blicas a la satisfacci n de otrasó ú ó  

radicadas  en  grupos  humanos  m s  espec ficos,  incluyendo  beneficiosá í  

educacionales,  de  salud,  gestos  simb licos  y  otras  medidas  an logasó á  

diversas  de  la  simple  entrega  de  una  cantidad  de  dinero.  En  tal 

contexto, argumenta que el demandante ha percibido un monto total de 

$ 16.626.683.-  desglos ndose de la manera siguiente:  a) Pensi n deá ó  

reparaci n Ley 19.992 desde octubre del a o 2010 a junio de 2019,ó ñ  

por $15.355.787.; b) aguinaldo del per odo: $270.896.-; c) Aporte nicoí ú  
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Ley  N°  20.874:  $1.000.000.-;  y  d)  Pensi n  vitalicia  mensual:ó  

$184.407.- 

En conclusi n, respecto a la excepci n opuesta, manifiesta queó ó  

estando las acciones interpuestas en autos basadas en los mismos hechos 

y pretendiendo indemnizar los mismos da os que inspiraron el c muloñ ú  

de acciones reparatorias, solicita que se acoja la excepci n en comento. ó

Igualmente opone excepci n de prescripci n extintiva de la acci nó ó ó  

civil  de indemnizaci n de perjuicios,  conforme a lo previsto en losó  

art culos  2332 y 2497 del C digo Civil,  fundado en el hecho queí ó  

conforme al relato del actor la detenci n ilegal ocurri  el 30 de agostoó ó  

al 06 de septiembre de 1988 y por espacio de seis d as, entendi ndoseí é  

suspendida la prescripci n durante el per odo de la Dictadura Militar,ó í  

iniciado en septiembre de 1973, por la imposibilidad de las propias 

v ctimas  de  ejercer  las  acciones  legales  correspondientes  ante  losí  

tribunales de justicia hasta la restauraci n de la democracia, a la fechaó  

de notificaci n de la demanda de autos, esto es, al 17 de mayo deó  

2019, transcurri  en exceso el plazo establecido en el art culo 2332 deló í  

C digo Civil. ó

En subsidio de las defensas y excepciones, esgrime en relaci n aló  

da o  moral  que  aqu l  consiste  en  la  lesi n  o  detrimento  queñ é ó  

experimenta una persona,  en general,  en sus  atributos  o  cualidades 

inmateriales, lo que depender  de las secuelas sufridas con motivos deá  

los hechos se alados en el libelo y de conformidad a los antecedentesñ  

que obren en autos en la etapa probatoria del mismo, debiendo ser 

considerados todos los pagos recibidos por el actor a trav s de los a osé ñ  

por parte del Estado conforme a las leyes de reparaci n y que seguiró á 

percibiendo  a  t tulo  de  pensi n,  unido  adem s  a  los  beneficiosí ó á  

extramatrimoniales.
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En lo que dice relaci n con el pago de reajustes, esgrime queó  

aquellos s lo pueden devengarse en caso de que la sentencia que seó  

dicte  acoja  la  demanda,  estableciendo  tal  obligaci n,  desde  que  laó  

sentencia se encuentre firme o ejecutoriada, debiendo aplicarse igual 

criterio para los intereses.

En  definitiva,  solicita  tener  por  contestada  la  demanda  civil 

deducida, conforme a las excepciones, defensas y alegaciones opuestas, 

rechazar dicha acci n indemnizatoria en todas sus partes, con costas, oó  

en subsidio, rebajar sustancialmente el monto indemnizatorio pretendido.

Con  fecha  11  de  junio  de  2019,  se  tuvo  por  contestada  la 

demanda, confiri ndose traslado para la r plica.é é

Con fecha 13 de junio de 2019, la parte ejecutante evacua el traslado 

conferido.

Con fecha 19 de junio de 2019, se confiere traslado para la 

d plica, siendo evacuada con fecha 26 de junio de 2019. ú

Con fecha 04 de julio de 2019, se tuvo por evacuado el tr miteá  

de  la  d plica,  dentro  del  t rmino  legal,  dict ndose  la  respectivaú é á  

interlocutoria de prueba, fij ndose los hechos sustanciales, pertinentes yá  

controvertidos, rindi ndose por las partes la prueba documental que rolaé  

en autos.

Con fecha 01 de octubre de 2019, se cit  a las partes a o ró í  

sentencia.

CONSIDERANDO:

I.-  EN CUANTO A LA EXCEPCI N DE REPARACI NÓ Ó  

INTEGRAL, OPUESTA POR LA PARTE DEMANDADA:

PRIMERO: Que, la parte demandada de manera primera opuso 

excepci n de reparaci n integral, fundada, en el hecho que no resultaó ó  

posible comprender el r gimen jur dico de este tipo de reparaciones poré í  

infracciones a los Derechos Humanos, sino se posicionan correctamente 
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estas indemnizaciones en el panorama jur dico nacional o internacional,í  

debiendo efectuarse al interior desde lo que se considera la Justicia 

Transicional,  existiendo negociaciones entre el Estado y las v ctimas,í  

revelando que tras  toda reparaci n existe una compleja decisi n deó ó  

mover recursos econ micos p blicos, desde la satisfacci n de un tipo deó ú ó  

necesidades  p blicas  a  la  satisfacci n  de  otras  radicadas  en  gruposú ó  

humanos m s espec ficos, incluyendo beneficios educacionales, de salud,á í  

gestos  simb licos  y  otras  medidas  an logas  diversas  de  la  simple,ó á  

entrega de una cantidad de dinero. En tal contexto, argumenta que el 

demandante ha percibido un monto total de $16.626.683.- desglos ndoseá  

de la manera siguiente: a) Pensi n de reparaci n Ley 19.992 desdeó ó  

octubre del a o 2010 a junio de 2019, por $15.355.787.-; b) aguinaldoñ  

del  per odo:  $270.896.-;  c)  Aporte  nico  Ley  N°  20.874:í ú  

$1.000.000.-; y d) Pensi n vitalicia mensual: $184.407.- ó

SEGUNDO: Que, la parte demandante en su escrito de r plica,é  

establece  que  no  se  encuentra  norma  alguna  que  establezca  la 

incompatibilidad con la indemnizaci n solicitada en autos, por cuanto laó  

materia del presente juicio trata de hechos que se desarrollaron en el 

contexto de una dictadura c vico militar, trat ndose de cr menes de lesaí á í  

humanidad.  

TERCERO:  Que,  constituyen  hechos  p blicos  y  notorios  lasú  

diversas acciones que ha adoptado el Estado de Chile, a trav s de laé  

dictaci n de diversas leyes, con el objeto de promover la reparaci n deló ó  

da o  moral  y  patrimonial  sufrido  por  las  v ctimas  de  abusos  yñ í  

violaciones a los derechos humanos y sus familiares directos.

Con todo, es menester recordar que el objeto de la indemnizaci nó  

pretendida en este juicio viene dado por la magnitud del da o moralñ  

experimentado por el demandante, en t rminos que, en concordanciaé  

con lo preceptuado en los art culos 1, 5 y 19 Nº 1 de la Constituci ní ó  
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Pol tica del Estado y con lo dispuesto sobre el t pico en el art culoí ó í  

2329  del  C digo  Civil,  imponen  como  medida  del  quantumó  

indemnizatorio la reparaci n de “todo da o” causado al peticionario,ó ñ  

es  decir,  la  aplicaci n del  denominado principio  de la  “reparaci nó ó  

integral  del  da o”  que  est  incorporado  en  todo  mbito  deñ á á  

responsabilidad civil extracontractual, incluyendo la que rige al Estado y 

que, en armon a con los instrumentos internacionales, cobra una especialí  

aplicaci n en materia de vulneraciones a los derechos fundamentales,ó  

respecto de las que se consagra igualmente el derecho de las v ctimas aí  

obtener una reparaci n integral por v a civil o administrativa.ó í

CUARTO: Que, en esta l nea de pensamiento, debe destacarse elí  

car cter meramente satisfactivo de la indemnizaci n por da o moral,á ó ñ  

consistente,  ya  no  en  indemnizar  a  la  v ctima  de  los  perjuiciosí  

derivados de la vulneraci n de un derecho que admite restablecimiento,ó  

sino en proporcionarle  una compensaci n,  satisfacci n o auxilio  queó ó  

morigere la lesi n extrapatrimonial irreparable que ha sufrido, raz nó ó  

por la cual, la avaluaci n de su entidad o cuant a, con miras a aseguraró í  

su integridad, es una tarea de naturaleza prudencial que generalmente 

se verifica judicialmente y que, con antelaci n a ella, no admite unaó  

determinaci n o liquidaci n a menos que se realice de com n acuerdoó ó ú  

por las partes. Dado lo anterior, no es posible sostener que las medidas 

de reparaci n simb licas y asistenciales adoptadas unilateralmente por eló ó  

Estado satisfagan por si solas los par metros de integridad o suficienciaá  

que se vienen analizando.

QUINTO: Que, a mayor abundamiento, los medios voluntarios de 

reparaci n asumidos por el Estado y fijados en las leyes dictadas aló  

efecto, en modo alguno importan una renuncia o prohibici n para queó  

las v ctimas acudan a la sede jurisdiccional a fin de que sta, por losí é  
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medios que autoriza la ley, declare la procedencia de una reparaci nó  

por da o moral.ñ

SEXTO:  Que,  en  resumen  y  a  la  luz  de  los  razonamientos 

precedentes, en cuanto son conducentes a establecer que las medidas 

invocadas por el demandado no cumplen con el requisito de integridad 

o suficiencia que las revista de la aptitud extintiva que se pretende, y 

no obstando stas en modo alguno a que la demandante concurra aé  

ejercer su derecho de petici n, habr n de ser rechazadas la excepci nó á ó  

de reparaci n integral, seg n se dispondr  en lo resolutivo del presenteó ú á  

fallo.

II.- EN CUANTO A LA  EXCEPCI N DE PRESCRICPIONÓ  

EXTINTIVA OPUESTA POR LA DEMANDADA:

SEPTIMO: Que, la demandada opone excepci n de prescripci nó ó  

extintiva respecto de la acci n indemnizatoria de perjuicios, basado enó  

t rminos generales en el hecho que no existe norma expresa de derechoé  

internacional de derechos humanos, debidamente incorporados a nuestro 

ordenamiento jur dico interno, que disponga la imprescriptibilidad de laí  

obligaci n de indemnizar.ó

OCTAVO: Que, la parte demandante, sostiene que no resultan 

aplicables las normas generales de prescripci n contenidas en el C digoó ó  

Civil,  por cuanto aquella contradicen la normativa internacional.

NOVENO: Que,  la indemnizaci nó  del  da o  producido  por  elñ  

delito, as  como la acci n para hacerla efectiva, resultan de m ximaí ó á  

trascendencia al  momento de administrar justicia,  comprometiendo el 

inter s p blico y aspectos de justicia material. A lo anterior lo obliga elé ú  

Derecho Internacional,  traducido  en Convenios  y Tratados  que,  por 

clara  disposici n  constitucional,  le  son vinculantes,  como ocurre poró  

ejemplo  y  entre  otros,  con  la  propia  Convenci n  de  Viena  sobreó  
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Derecho de los Tratados, que se encuentra vigente en nuestro pa sí  

desde el 27 de enero de 1980, que establece en su art culo 27 que elí  

Estado no puede invocar su propio derecho interno para eludir sus 

obligaciones internacionales, pues de hacerlo comete un hecho il citoí  

que compromete la responsabilidad internacional del Estado (Anuario de 

Derecho  Constitucional  Latinoamericano,  Edici n  2000,  Humbertoó  

Nogueira  Alcal ,  Las  Constituciones  Latinoamericanas,  p gina  231).á á

De esta forma, el derecho de las v ctimas a percibir la compensaci ní ó  

correspondiente implica, desde luego, la reparaci n de todo da o queó ñ  

les  haya sido ocasionado,  lo que se posibilita  con la recepci n deló  

Derecho Internacional de los Derechos Humanos en nuestra legislaci nó  

interna, conforme a lo dispuesto en el art culo 5° de la Constituci ní ó  

Pol tica de la Rep blica que se ala que "el ejercicio de la soberan aí ú ñ í  

reconoce  como  limitaci n  el  respeto  de  losó  derechos esenciales  que 

emanan de la naturaleza humana". Por su parte, el art culo 6° de laí  

misma Carta Fundamental, al igual que la disposici n antes referida,ó  

forma parte de las "Bases de la Institucionalidad" -por lo que es marco 

y cimiento del ejercicio de la jurisdicci n- y ordena que "Los rganosó ó  

del Estado deben someter su acci n a la Constituci n y a las normasó ó  

dictadas  conforme a ella",  indicando el  deber  categ rico que se leó  

impone al tribunal nacional a descartar la aplicaci n de las disposicionesó  

legales que no se conformen o sean contrarias a la Constituci n. Eló  

mismo art culo  6° ense a  que  "los  preceptos  de  esta  Constituci ní ñ ó  

obligan tanto a los titulares o integrantes de dichos rganos como aó  

toda  persona,  instituci n  o  grupo",  y  concluye  se alando  que  "laó ñ  

infracci n de esta norma generar  las responsabilidades y sanciones queó á  

determine  la  ley". De  este  modo,  en el  presente  caso  no  resultan 

atingentes  las  normas  del  derecho  interno  previstas  en  el 

C digoó  Civil sobre  prescripci n  de  las  acciones  civiles  comunesó  

F
Q

X
D

M
Y

D
W

E
L



de indemnizaci nó  de perjuicios, al estar en contradicci n con las reglasó  

del  Derecho Internacional  de los Derechos Humanos que protegen el 

derecho  de  las  v ctimas  y  familiares  a  recibir  la  reparaci ní ó  

correspondiente, estatuto normativo internacional que ha sido reconocido 

por  Chile  y  que,  sin  perjuicio  de  la  data  de  su  consagraci n  yó  

reconocimiento interno, corresponden a normas de ius cogens, derecho 

imperativo internacional que protege valores esenciales compartidos por 

la comunidad internacional y que el presente sentenciador ha tenido en 

consideraci n al momento de resolver la presente excepci n.ó ó

DECIMO: Que, de lo que se ha venido se alando se desprendeñ  

que el Estado est  sujeto a la regla de la responsabilidad, la que no esá  

extra a a nuestra legislaci n, pues el art culo 3° del Reglamento deñ ó í  

La  Haya  de  1907  se ala  que  "La  parte  beligerante  que  viole  lasñ  

disposiciones de dicho Reglamento ser  condenada, si hubiere lugar, aá  

pagar una indemnizaci nó . Ser  responsable de todos los actos cometidosá  

por las personas que formen su ej rcito". Complementa lo anterior elé  

art culo 2. 3ª del Pacto Internacional deí  Derechos Civiles y Pol ticos,í  

en  cuanto  se ala  que  "Toda  persona  cuyosñ  derechos o  libertades 

reconocidos en el presente Pacto hayan sido violadas podr n interponerá  

un recurso efectivo", el que supone el derecho a buscar y conseguir 

plena  reparaci n,  incluida  restituci n,ó ó  indemnizaci nó , satisfacci n,ó  

rehabilitaci n  y  garant as  de  no  repetici n.  En  este  contextoó í ó  

encontramos  tambi n  el  principio  15 de los  Principios  y directricesé  

b sicos  sobre  el  derecho  de  las  v ctimas  de  violaciones  graves  delá í  

derecho  internacional  humanitario  a  interponer  recursos  y  obtener 

reparaciones, adoptados por la Comisi n deó  Derechos Humanos en su 

Resoluci n  2005/35  de  19  de  abril  de  2005,  el  cual  se ala  queó ñ  

"Conforme  a  su  derecho  interno  y  a  sus  obligaciones  jur dicasí  

internacionales, los Estados conceder n reparaci n a las v ctimas por lasá ó í  
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acciones u omisiones que puedan atribuirse al  Estado y constituyan 

violaciones  manifiestas  de  las  normas  internacionales 

de derechos humanos o  violaciones  graves  del  derecho  internacional 

humanitario". En s ntesis, la obligaci n de reparaci n es una obligaci ní ó ó ó  

que pesa sobre el Estado que ha violado los derechos humanos de sus 

ciudadanos,  obligaci n  que  es  parte  del  estatuto  jur dico  de  Chile,ó í  

conforme se viene se alando.ñ

UNDECIMO:   Que,  en  suma,  pesando  sobre  el  Estado  la 

obligaci n  de  reparar  a  las  v ctimas  consagrado  por  la  normativaó í  

internacional sobre Derechos Humanos, el derecho interno no deviene 

en un argumento sostenible para eximirlo de su cumplimiento. No s loó  

por  lo  ya  expresado  sino  porque  este  deber  del  Estado  tambi né  

encuentra su consagraci n en el derecho interno.ó  En efecto, el sistema 

de responsabilidad del Estado deriva adem s del art culo 3° de la Leyá í  

N°  18.575,  Org nica  Constitucional  de  Bases  Generales  de  laá  

Administraci n  del  Estado,  que  dispone  que  la  Administraci n  deló ó  

Estado est  al  servicio  de la persona humana,  que su finalidad esá  

promover el bien com n, y que uno de los principios a que debeú  

sujetar su acci n es el de responsabilidad; y, consecuentemente con ello,ó  

en su art culo 4° dispone que "el Estado ser  responsable por losí á  

da os que causen los rganos de la Administraci n en el ejercicio deñ ó ó  

sus  funciones,  sin  perjuicio  de  las  responsabilidades  que  pudieren 

afectar al funcionario que los hubiere ocasionado". As , no cabe sinoí  

concluir  que  la  excepci n  de  prescripci n  impetrada  por  la  parteó ó  

demandada,  no se rige por la normativa nacional, seg n fue latamenteú  

expuesto  de  manera  precedente,  debiendo  en  consecuencia  ser 

desestimada, seg n se dispondr  en lo resolutivo del presente fallo.ú á

III.-  EN CUANTO A LA INDEMNIZACION POR DA OÑ  

MORAL:
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DUODECIMO: Que,  don  Mario  Armando  Cortez  Mu oz,  enñ  

representaci n  convencional  de  don  ó ALVARO  FIDEL  MONGE 

ARISTEGUI, interpuso  demanda de indemnizaci n  de  perjuicios  enó  

juicio  ordinario  en  contra  del  FISCO  DE  CHILE, representado 

legalmente  por  do a  Mar a  Eugenia  Manaud  Tapia,  presidente  delñ í  

CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO,  todos ya individualizados.

Funda su acci n judicial en el hecho que el Comando Unitario deó  

Pobladores, llam  para el 30 de agosto, a la realizaci n de actos deó ó  

protestas que inclu an tocar cacerolas en horas de la noche, llamado alí  

que  adhiri  la Izquierda Unida y el Comando Nacional por el No. Aló  

llegar el  d a precedentemente indicado,  dese tempranas  horas de laí  

ma ana, grupos de manifestantes opositores llegaron hasta el centro deñ  

la ciudad, siendo dispersados por carabineros con bombas lacrim genasó  

y carros lanza aguas, increment ndose aquellas a medida que avanzabaá  

el d a, alcanzando su punto m ximo en el barrio c vico en las primerasí á í  

horas de la tarde, al conocerse que el candidato presidencial ser a elí  

General don Augusto Pinochet Ugarte. Indica que en tal contexto, fue 

detenido y golpeado con lumazos, patadas y combos, siendo llevado al 

interior de la micro de Carabineros de Chile, junto a otras personas, 

hasta llegar a la Tercera Comisar a, siendo encerrado en una celda,í  

donde lo mojaron y golpearon, pasando la noche en ese lugar, para ser 

trasladado al d a siguiente al Pasillo 15 de la  Penitenciaria, para serí  

interrogado por el Fiscal Militar, liber ndolo el 06 de septiembre.á

Es  del  caso  que  la  vida  de  su  representado  fue  violentamente 

interrumpida,  cambiando  para  siempre,  por  los  actos  abusivos  y 

violentos de que fue objeto, transform ndose en un sobreviviente de losá  

agentes del Estado al servicio de la Dictadura Militar, transgrediendo a 

su criterio de manera abusiva los derechos esenciales que emanan de la 

naturaleza humana.
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 Citando profusa doctrina y jurisprudencia, en la que se ha considerado 

un estatuto de normas que privilegian y desarrollan los principios de la 

primac a constitucional y de juridicidad, conformando el estatuto de laí  

responsabilidad extracontractual del Estado, la que debe propender al 

bien com n, siendo una responsabilidad objetiva, que debe considerarseú  

a la luz de las normas de car cter p blico e internacionales, y aquellasá ú  

de tratados suscritos por Chile, las que deben primar por sobre aquellas 

meramente  privadas,  tornando  as  en  imprescriptibles  las  accionesí  

patrimoniales  derivadas  de  las  violaciones  a  los  derechos  humanos. 

Indica que en el caso de autos, existe un da o de car cter moral queñ á  

se expresa en dolor, sufrimiento, angustia, sensaci n de p rdida, rabia eó é  

impotencia ante una situaci n injusta e ileg tima que su representado noó í  

estaba jur dicamente obligado a soportar, configur ndose claramente uní á  

da o moral  que seg n la jurisprudencia es un da o indemnizable, porñ ú ñ  

cuanto afecta a los atributos y facultades morales o espirituales de una 

persona,  como  consecuencia  del  il cito,  el  cual,  por  lo  dem s,  noí á  

requiere de prueba, bastando nicamente que la v ctimas acredite laú í  

lesi n de un bien personal, para que se infiera el da o, el que en esteó ñ  

caso cuantifica en la suma total de $ 370.000.000.- solicitando que se 

condene  al  demandado  al  pago  de  la  suma  indicada  o  lo  que  el 

Tribunal determine, con reajustes, intereses y costas.

DECIMO TERCERO: Que, legalmente emplazado, el demandado 

solicita sea rebajado de manera prudencial el monto solicitado por da oñ  

moral por la parte contraria. 

DECIMO  CUARTO:  Que,  para la  prueba de sus  asertos,  el 

actor rindi , legalmente y sin objeci n de contrario, la siguiente pruebaó ó  

documental: 

1) Certificado  emitido  por  el  Arzobispado  de  Santiago 

Fundaci n Documentaci n  y Archivo de la Vicaria de la Solidaridad,ó ó  
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en el que consta que don lvaro Monge Aristegui fue atendido por elÁ  

Departamento Jur dico de la Vicar a de la Solidaridad, en agosto deí í  

1988, se alando que en febrero de 1975, fue interpuesto recurso deñ  

amparo en favor del demandante qui n a esa fecha ten a cinco a os deé í ñ  

edad; 

2) Extracto de n mina  de casos calificados de Prisi n Pol ticaó ó í  

y Tortura, en la que se identifica a don lvaro Monge Aristegui bajoÁ  

el N° 5469;

3) Copia de certificado emitido por el Instituto Nacional de 

Derechos Humanos, suscrito por do a Marcela Cerda G. en el que señ  

establece  que  don  lvaro  Monge  A.  se  encuentra  calificado  comoÁ  

v ctima en el listado de Prisioneros Pol ticos y Torturados;í í

4) Extracto  de  Informe  mensual  de  la  Vicar a  de  laí  

Solidaridad, de agosto de 1988, mencion ndose al demandante con elá  

N°  1131  en  el  listado  de  personas  arrestadas  con  ocasi n  deó  

manifestaciones de la poca;é

5) Copia de Recurso de Amparo, interpuesto por do a Aliciañ  

Aristegui Kerr- madre del demandante- con ocasi n de la detenci nó ó  

c nyuge, haci ndose referencia a don lvaro Monge Aristegui;ó é Á

6) Declaraci n jurada, por escritura p blica de don Eugenioó ú  

lamos Padilla;Á

7) Copia  legalizada  de  Informe  Psicol gico  de  don  lvaroó Á  

Monge Aristegui, de fecha 11 de junio de 2019.

DECIMO  QUINTO: Que,  la  parte  demandada,  rindi  la  siguienteó  

prueba Documental:  Constancia  correspondiente  al  mes de mayo de 

2019,  emitido por la Jefa de Unidad Valech,  Rettig  y otras  leyes 

reparatorias del IPS que informa sobre pensiones y montos globales 
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otorgados por el Estado al demandante a trav s de leyes de reaparici né ó  

del da o moral.ñ

DECIMO  SEXTO:  Que,  es  esencial  advertir  que,  seg n  seú  

observa en los escritos  fundamentales  de la etapa de discusi n,  noó  

existe controversia en autos sobre la g nesis de una responsabilidadé  

patrimonial para el Estado con motivo de los hechos retratados en el 

libelo de demanda, relacionados con la detenci n del actor, ocurrido eló  

30 de agosto de 1988 y su posterior liberaci n, seis d as despu s.  ó í é

DECIMO  SEPTIMO:  Que,  conviene  insistir  en  que  el 

demandado,  al  contestar  el  libelo  pretensor,  expuso  asertos  que  no 

controvierten lo precedentemente expuesto, sino que, adem s, implicaná  

la asunci n de una responsabilidad civil del ente estatal por los da osó ñ  

causados al actor.

En efecto, no puede desatenderse que la sola reacci n del Fisco deó  

Chile por medio de la oposici n de excepciones de reparaci n integraló ó  

y prescripci n, contiene una confesi n espont nea en relaci n con eló ó á ó  

nacimiento de una obligaci n indemnizatoria que tiene por deudor aló  

ente p blico y por acreedor a los peticionarios, de modo que no se haú  

negado  el  v nculo  obligacional,  sino  que  s lo  se  le  ha  reputadoí ó  

extinguido por alguno de los modos liberatorios que se esgrimen.

A  la  luz  de  lo  anterior,  cobra  sentido  la  regla  probatoria 

contenida  en  el  art culo  1698  del  C digo  Civil,  seg n  la  cual,í ó ú  

“incumbe probar las obligaciones o su extinci n al que alega aqu llasó é  

o staé ”, lo que justifica hacer recaer sobre el demandado la prueba de 

los presupuestos f cticos de los modos extintivos alegados.á

DECIMO OCTAVO: Que, con todo, es preciso considerar que el 

asunto de marras no puede mirarse solamente desde el mbito de loá  

privado,  siendo  indisociable  a  l  el  denominado  “principio  deé  

responsabilidad” que integra la noci n del Estado de Derecho queó  

F
Q

X
D

M
Y

D
W

E
L



consagran,  en la actualidad,  los  art culos  6 y 7 de la Constituci ní ó  

Pol tica  de  la  Rep blica,  y  que,  conforme  el  art culo  38,  incisoí ú í  

segundo, del mismo cuerpo normativo, se expresa en que “cualquier 

persona que sea lesionada en sus derechos por la Administraci n deló  

Estado, de sus organismos o de las municipalidades, podr  reclamará  

ante  los  tribunales  que  determine  la  ley,  sin  perjuicio  de  la  

responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado  

el da oñ ”. En la misma l nea, se ha de entender el art culo 4 delí í  

actual  texto  refundido  y  sistematizado  de  la  Ley  N° 18.575,  en 

cuanto prescribe que “el Estado ser  responsable por los da os queá ñ  

causen  los  rganos  de  la  Administraci n  en  el  ejercicio  de  susó ó  

funciones, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieren afectar al  

funcionario  que  los  hubiere  ocasionado”,  rigiendo  el  precepto, 

inclusive, el obrar de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, 

por mandato del art culo 1, inciso segundo, de la misma Ley. í

DECIMO NOVENO: Que, as  las cosas y seg n lo ya referidoí ú  

en  los  considerandos  del  presente  fallo,  se  deber  conceder  laá  

indemnizaci n por da o moral, seg n se dispondr  en lo resolutivo deló ñ ú á  

presente fallo. 

VIGESIMO: Que, en cuanto a los intereses y reajustes, aquellos 

deber n ser concedidos desde que la presente sentencia se encuentreá  

ejecutoriada  y  hasta  su  pago  efectivo,  seg n  se  dispondr  en  loú á  

resolutivo del presente fallo. 

POR ESTAS CONSIDERACIONES, y, visto adem s, lo dispuesto ená  

los art culos 1698, 2314, 2315, 2332, 2497 del C digo Civil; 144, 160,í ó  

170, 254 y siguientes del C digo de Procedimiento Civil; Constituci nó ó  

Pol tica de la Rep blica y Ley N° 18.575, í ú SE DECLARA:
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I. Que, se rechazan las excepciones de reparaci n integral yó  

prescripci n extintiva opuestas por el demandado en su contestaci n deó ó  

fecha 05 de junio de 2019.

II. Que, se acoge la demanda de indemnizaci n de perjuiciosó  

interpuesta por don Mario Cortes  Mu oz en representaci n de donñ ó  

ALVARO FIDEL MONGE ARISTEGUI con fecha 29 de abril de 

2019, condenando al  Fisco de Chile representado por el Consejo de 

Defensa del Estado, a pagar la cantidad de $130.000.000.- por concepto 

de da o moral.ñ

III. Que, en cuanto a los intereses y reajustes, se estar  a loá  

dispuesto en el considerando vig simo del presente fallo.é

IV. Que, cada parte pagar  sus costas.á

REG STRESE, NOTIF QUESE Y CONS LTESE SI NO SEÍ Í Ú  

APELARE.

DICTADA  POR  DON  VICTOR  BERGAMIN  SALINAS,  JUEZ 

SUPLENTE.

En Santiago, a dieciocho  de Octubre de dos mil diecinueve , se notific  poró  

el estado diario, la resoluci n precedente.ó
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